RELACION DE CONSUMO – SERVICIO DE ENERGIA ELECTRICA – LEGITIMACION ACTIVA – RESPONSABILIDAD OBJETIVA – ERROR DE FACTURACION – DEBER DE SEGURIDAD – DAÑO MORAL – DAÑO MATERIAL – DAÑO PUNITIVO – COSTAS.-

SENTENCIA NUMERO: 104. 

Marcos Juárez, 09/09/2019.

Y VISTOS: Estos autos caratulados “POLICARDO, JAVIER HORACIO C/ EMPRESA PROVINCIAL DE ENERGIA ELECTRICA DE CORDOBA (E.P.E.C.) – ORDINARIO” (Expte. N° 3605902), de los que resulta: 1) Que a ff. 165/208 comparece Javier Horacio Policardo, por su propio derecho, en su carácter de como usuario y consumidor final del servicio de energía eléctrica, en beneficio propio y de su grupo familiar, en los términos del art. 1° de la Ley 24240 y del art. 1092 del Código Civil y Comercial, e interpone demanda por daños y perjuicios extrapatrimoniales y patrimoniales derivados de una relación contractual de consumo, en contra la Empresa Provincial de Energía de Córdoba (E.P.E.C.), por los rubros y montos descriptos infra o los que en definitiva fije este Tribunal, en más o en menos, según surja de la prueba aportada, con más intereses, costas, honorarios profesionales y demás gastos que pudieran acreditarse desde el día del evento productor de los daños que infra se describen. Asimismo, solicita la imposición de una multa civil en concepto de daño punitivo y la correspondiente publicación de un resumen de la sentencia con su parte resolutiva completa a cargo de la demandada, en un periódico de importante circulación en la provincia de Córdoba. A sus fines, señala que este Tribunal resulta competente a los efectos de entender en las presentes actuaciones en virtud de lo dispuesto por los arts. 5 y 6 inc. 4 del C. P. C. C. Cba., como así también en virtud del art. 52, primer párrafo de la Ley N° 24.240. Señala, en cuanto a los hechos, que demanda a E.P.E.C., por haber violentado, entre otras, diferentes normas del derecho de consumo en perjuicio moral y económico del actor, mediante un trato indigno, de mala fe, intimidatorio o amenazante, tras efectuar el pertinente reclamo por una facturación de monto indebido y erróneo. Dice que aproximadamente en el año 2001, su fallecido padre adquiere la propiedad de calle Pte. Alvear 329 de la ciudad de Leones, obsequiándosela inmediatamente a los fines que habite allí con su grupo familiar. Que al adquirir dicha propiedad, su padre contrata con E.P.E.C. el suministro del servicio público de electricidad. Destaca que pese a que fue su padre quien originalmente contrato con la demandada, es el actor con su grupo familiar quien desde el año 2001 habita dicho bien y quienes, por lo tanto, utilizan el mencionado servicio, aunque haya efectuado el correspondiente cambio de domicilio en el año 2007. Manifiesta que a principios del mes de junio del año 2015 recibió en el domicilio de Presidente Alvear N° 329 de la ciudad de Leones, la factura de E.P.E.C. correspondiente al período 05/2015, con un consumo y monto total a pagar por demás elevado en comparación con el mismo período de años anteriores. Asegura que inmediatamente formuló el reclamo verbal ante la oficina de la empresa prestataria del servicio público y que dicho reclamo originó la inspección del equipo de medición por parte de E.P.E.C. en fecha 18/06/2015, como surge del acta que acompaña. Que en ese primer reclamo se le respondió que seguramente existía una pérdida de energía dentro de su propiedad. Al apersonarse nuevamente en la oficina de la demandada a los fines que se le informe sobre el progreso de su reclamo, se le comunica que del acta mencionada surge el normal funcionamiento del equipo de medición y se le hace entrega de una copia de la misma. Ante tal circunstancia expresó algo debía estar mal, pues, primero, el consumo y los valores eran evidentemente desproporcionados a los anteriores y segundo, porque por su cuenta ya había contratado a un electricista de manera privada para que verificara la posibilidad de una pérdida, lo que fue totalmente descartado. Asegura que a raíz de ello, preguntó si podía eximírsele de modo provisorio del pago de la referida factura, hasta tanto se hallara una solución definitiva del problema y tal requerimiento fue rechazado y le manifestaron que si no pagaba se le cortaba el servicio, ya que el consumo indudablemente había sido efectuado y que la empresa no tenía más nada que hacer al respecto. Señala que ante semejante respuesta el día 14/07/2015 abonó la factura en cuestión bajo protesto, tal como emana de nota de misma fecha que acompaña. Con posterioridad, el 30/07/2015, remitió a la demandada dos cartas documento, donde reitera su reclamo sobre la facturación. Expresa que el 18/08/2015 se presenta en su lugar de trabajo Víctor Hugo Mondello en su carácter de empleado de la demandada, y le manifiesta que existió un error por parte de E.P.E.C., tras lo cual pretendió que le firmara una especie de conformidad a su respuesta, desligando de toda responsabilidad a la accionada, bajo el compromiso de efectuar ésta los correspondientes reajustes de consumo sobre la próxima factura. Que atento que se negó a firmar, el 19/08/2015 recibió un llamado telefónico de la accionada -del cual adjunta constancia en escritura pública-, a los efectos de que se presente en su oficina por un asunto relativo al reclamo efectuado, razón por la cual, ese mismo día concurrió a la oficina de la demandada, en donde otro empleado (Mabel Rosa Celis), vuelve a solicitarle que firmara aquella conformidad y exención de responsabilidad. Ante esta nueva solicitud y atento el reconocimiento verbal del error por parte de la demandada, manifestó que no existía inconveniente alguno en firmar, pero que debido a la actitud de la empresa, sólo lo haría si se dejaba constancia de que al efectuar el reajuste pertinente la empresa acreditaría a favor del actor no sólo lo cobrado de más, sino también el mismo interés que aquella aplica en caso de mora más el 25% a modo de indemnización, lo cual, entiende, surge del art. 31 párr. 6° LDC, junto con el importe correspondiente a las cartas documento que se vio obligado a remitir. Ante tal requerimiento, se lo comunica telefónicamente, aparentemente, con el jefe de delegación de la ciudad de Bell Ville quien le dice que eso es imposible y, entre otras cuestiones, lo amenaza -dice- con un ajuste retroactivo por una supuesta tarifa aplicada de manera incorrecta, lo cual iba a resultar más costoso que las devoluciones que pretendía. Indica que a raíz del tono amenazante recibido, decidió dar por concluida la conversación y retirarse del local comercial de la demandada y sólo 48 horas después, recibió en su domicilio una carta documento con la única respuesta formal de la demandada, reconociendo su error, diciendo que se efectuaron los débitos y créditos correspondientes -cosa que no ocurrió, señala-, amenazandolo nuevamente con un ajuste y negándole el carácter de usuario, sin dar una cabal respuesta a su reclamo sobre lo abonado de más, los interés e indemnización pedida, ni la devolución del costos en los que había incurrido. Agrega que al recibir la siguiente factura, relativa al período 07/2015, constató que la demandada no sólo no había efectuado los reajustes pertinentes, sino que a su vez en dicha factura le cobra hasta la inspección del medidor de fecha 18/06/2015, pese a que el error provino de la demandada. Que ante las referidas amenazas por parte de la accionada de aplicarle un ajuste retroactivo por una supuesta tarifa aplicada de manera incorrecta, en fecha 25/08/2015 suscribió personalmente el contrato de solicitud de suministro energía eléctrica, y a partir de ese momento sustituyó a su padre en la titularidad del servicio, tal como surge de la copia del contrato que agrega y como la misma demandada se lo pidiera en su carta documento del 21/08/2015. Acompaña gráficos que muestran la elevación desproporcionada del consumo y del costo durante el período 05/2015 en comparación con los restantes de los últimos dos años. Asegura que la demandada debe responder, puesto que de los hechos surge que ésta actuó deliberadamente a sabiendas y con dolo. Que también deviene responsable la empresa demandada, puesto que si ésta hubiera actuado como el derecho y la buena fe se lo imponen no se habría llegado a la instancia judicial. El actor asegura que realizó todo cuanto estaba a su alcance a los fines de retrotraer los hechos y los daños al momento anterior a la remisión de la factura cuestionada: reclamó verbalmente y por escrito, pagó bajo protesto, contrató un electricista particular para la constatación de una pérdida eléctrica, remitió carta documento, se apersonó en varias oportunidades a las oficinas de la empresa por voluntad propia o por llamados de la propia demandada y no obstante todo ello, jamás se evidenció por parte de ésta una actitud de reciprocidad a los efectos de hallar una solución justa para la situación generada sino más bien todo lo contrario. Dice que tal situación le generó bronca, angustia e impotencia, ya que debió pagar para evitar el corte del servicio disponiendo de un monto de dinero que no tenía previsto erogar del presupuesto familiar y tras el envío de dos cartas documentos, recién la demandada se dignó a analizar el reclamo y a reconocer su error, aunque, como manifestó, continuó el trato indigno y le efectuaron amenazas de cobro retroactivo e incluso, en la facturación oportuna, no sólo no efectúa las compensaciones que hubieran correspondido, sino que a su vez le cobra por haber inspeccionado el medidor para detectar su propio error. Señala también, que a raíz de ese error en la accionada, se ha visto en la obligación de abonar a un precio mayor el KWh, puesto que a mayor consumo más elevado es el valor del mismo y que a su vez también ha pagado un costo superior de cargos fijos, ya que éstos son porcentualmente proporcionales al costo del consumo, agravándose así el daño económico sufrido y el enriquecimiento injusto tanto de la empresa prestataria como del Estado que percibe impuestos a través de aquella. Cita jurisprudencia. A su vez, debe tenerse en cuenta, agrega, que ya abonó a la demandada en tiempo y forma la totalidad del valor de la factura cuestionada, con lo cual la accionada ha podido disponer oportunamente de ese dinero ilegítimamente percibido y por lo tanto reinvertirlo a su gusto, mientras que por el actor ha padecido una pérdida del poder adquisitivo. Al respecto, indica que si este "sistema" lo multiplicamos por los cientos de usuarios que repetitivamente se ven afectados por dicho actuar, se podrá deducir que la demandada se apropia de una ingente fortuna a costa de los desprevenidos o desventajados usuarios. Cita jurisprudencia y doctrina. Reclama la suma de pesos treinta y cinco mil ($ 35.000) en concepto de daño moral. Aduce al respecto que se entiende suficientemente acreditado y justificado este reclamo, por las distintas situaciones adversas que ha debido atravesar, como el tener que efectuar repetidos e infructuosos reclamos, recibir un trato indiferente y desdeñoso, soportar amenazas de re-categorizaciones y consiguientes multas retroactivas, soportar mayores gastos, perder tiempo valioso dentro de su horario laboral y finalmente acudir a esta vía judicial en resguardo de sus derechos, con las consiguientes costas iniciales de justicia y la incertidumbre del resultado final, el que, dependiendo de cuál fuera, podría elevar aún más sus gastos. Asegura que entre las consecuencias de todas y cada una de aquellas vicisitudes por las que tuvo que atravesar y padecer, amén de afectar el ánimo y la tranquilidad de espíritu, debe agregarse la impotencia que genera sentirse forzado a transitar múltiples e infructuosos caminos por el errático comportamiento de quien debió subsanar con prontitud el error cometido, hasta tener que acudir como última alternativa a la vía judicial, todo lo cual excede notoriamente las inquietudes propias y corrientes del mundo de los negocios. Justicia la suma pretendida en este segmento en los siguientes sucesos: a) La sorpresa del monto elevado y el consiguiente disgusto, lo cual sin duda es capaz de afectar los derechos personalísimos de los usuarios, como su integridad personal, su salud psicofísica, sus afecciones espirituales legítimas y las que resultan de la interferencia en su proyecto de vida. b) El trato indiferente, desinteresado y arrogante por parte de E.P.E.C. frente a los reclamos del actor. c) Los disgustos, amarguras, desilusiones e impotencias en el seno familiar ante aquella indiferencia y desdeño por parte de la demandada. d) El valioso tiempo de horario laboral que el actor perdió en los pertinentes reclamos personales en la oficina de E.P.E.C. como en la búsqueda de un electricista para la constatación de la existencia o no de pérdida de electricidad sin contar el costo que esto implicó, costo cuyo reintegro no solicita por carecer de recibo, lo que no obsta a que sea probado por otros medios, e) el hecho de que tan sólo frente al envío de cartas documentos E.P.E.C. se dignó a darle una respuesta, f) las amenazas de re categorización y multa retroactiva, g) el resguardo superior y constitucional de los derechos de los consumidores por su notoria debilidad contractual, h) La impotencia y bronca que genera en el usuario tales actitudes y violaciones legales por parte de una empresa de semejante envergadura, También reclama el accionante la determinación de daño punitivo, la que cuantifica en la suma de pesos trescientos ochenta mil cuatrocientos treinta y cuatro con setenta y cinco centavos ($ 380.434,75). Basa tal solicitud en el art. 52 bis de LDC y afirma que no debe ser el consumidor sino el Juez, quien deberá fijarla, atento el carácter de sanción al infractor. Señala que este tipo de sanciones lo que busca es el desmantelamiento de los efectos beneficios, sancionar al agente dañador y prevenir hechos lesivos similares. A los fines de justificar la indemnización por daño punitivo enumera las siguientes circunstancias: la desatención sistemática por la demandada frente al reclamo de los usuarios, las amenazas de recategorización y multas, la posición dominante que la demandada ocupa en el mercado, detentando el monopolio del servicio de energía eléctrica en la provincia, la actividad desarrollada por E.P.E.C., la cual se trata de un servicio público que hoy en día resulta de primera necesidad, indispensable para la vida personal y en sociedad y del cual el consumidor no puede proveerse por sus propios medios, el interés comprometido, que en este caso resulta no ser solamente el interés del actor sino también el del resto de los usuarios que diariamente utilizan el servicio de la empresa demandada, el grado de intencionalidad o el grado de desintencionalidad mostrado por la empresa demandada tras el reclamo del accionante, ya que en ningún momento aquella demostró siquiera el más mínimo interés en solucionar el error, la cuantía del beneficio obtenido por la demandada, pues basta con pensar la repercusión económica favorable que representa para E.P.E.C. multiplicar el beneficio obtenido a través de la errónea facturación al actor, por la cantidad de usuarios que periódicamente se ven involucrados en estas prácticas , la injusticia y falta de razonabilidad que implicaría adoptar un principio semejante al de la insignificancia o bagatela, pues, si bien el daño económico causado al actor es considerablemente menor a la suma aquí requerida en concepto de daño punitivo, basta con imaginar las consecuencias de una decisión que, por esta causa, imponga una multa exigua o directamente no la imponga, y la existencia de una grave y grosera negligencia en el actuar de la demandada, si es que no cabe ya una conducta dolosa al ser ésta sistemática y de público conocimiento. Cita doctrina y jurisprudencia. En lo relativo al daño material, solicita una indemnización de pesos tres mil ochocientos diez con doce centavos ($ 3.810,12). Dentro de este rubro, incluye la sumas de dinero efectivamente abonadas en la factura del periodo 05/2015 en concepto de valor de energía por escalafón, como también la devolución de lo abonado de más en la referida factura en el resto de los conceptos que se calculan sobre un porcentual del consumo, la devolución de la suma de pesos noventa y cuatro ($ 94,00) abonados en la factura del periodo 07/2015 en concepto de “Inspección medidor”, con más los intereses que el accionado cobre por mora, con más una indemnización del 25 %, de conformidad a lo dispuesto por los arts. 26 y 31 inc. 6 LDC. También incluye la devolución de pesos trescientos cuarenta ($ 340,00) con más sus intereses, por el valor de dos cartas documento, la suma de pesos novecientos cincuenta con doce centavos ($ 950,12) correspondiente al acta de constatación suscripta por Escribano Público en fecha 08/09/2015, factura electrónica N° 0003-00000078 con más la suma de pesos dos mil quinientos veinte ($ 2.520,00) correspondientes a la factura N° 0003-00000151 del 06/04/2017 emitida por la Escribana Pública Maria Eugenia García, titular del Registro N° 338. Finalmente, solicita se le imponga al demandado la obligación de publicar, a su exclusivo cargo, una síntesis de la sentencia que se dicte, con su parte resolutiva completa, en un periódico de gran circulación en la provincia, debido a que surge con claridad que la demandada ha incurrido en hechos similares de sobrefacturación. Ofrece pruebas documental, informativa y testimonial. Funda su derecho en los arts. 1, 5, 6, 79, 83, 175 y conc. Del CPCC, arts. 512, 901, 902, 904, 1068, 1071, 1071bis, 1079, 1080, 1081, 1083, 1089, 1090, 1109, 1112 y conc. Código Civil, ley 24240, arts. 4, 18, 19, 20, 38 y conc. de la Constitución Nacional, arts. 5, 6, 17 y 28 de la Declaración Americana de derechos y Deberes del Hombre, arts. 12, 16 inc. 3 y 29 inc. 2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y arts. 5 inc. 1, 11, 17, 32 inc. 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 2) Dado el trámite de ley (f.212), a ff. 227/234 comparecen los abogados Antonio Nazareno Noriega, Paola Biasutti y Natalia Reggiori, en representación de la Empresa Provincial de Energía Eléctrica y contestan la acción incoada en contra de su representada, solicitando su total rechazo con expresa imposición de costas a la parte actora. Niegan todos y cada uno de los hechos y el derecho expuestos en el escrito de demanda, con excepción de aquellos que son objeto de un expreso y especial reconocimiento. Afirman que el actor, en su derrotero, se queja de una supuesta facturación errónea o indebida del período 05/2015 y por otro lado, de la supuesta desatención sistemática por parte de la EPEC a sus reclamos, todo lo cual ameritaría -según su entender- la procedencia de daño material, moral y daño punitivo. En relación al hecho que el actor denuncia, destacan que ante la queja verbal recibida por el mismo, respecto a la facturación del periodo 05/2015 del Suministro N° 132581/02, Titular 132581, a nombre del Sr. Policardo Juan Martín, correspondiente al domicilio sito en calle Presidente Alvear N° 329 de esta ciudad de Leones, el día 18/06/2015 personal de EPEC procedió a realizar la inspección del medidor, no detectándose ninguna anomalía en su funcionamiento según da cuenta el Acta de inspección de fecha 18/06/2015. De esta manera señalan que, ante la inexistencia de anomalía en el sistema de medición de consumo (medidor), los kilovatios expresados en la factura corresponden a kilovatios efectivamente consumidos, por lo que el aumento en el monto facturado se explicaría por un aumento de consumo de energía en relación a los periodos anteriores, todo lo cual ocasiona un "salto" en el escalón tarifario, con el consecuente encarecimiento de la tarifa. Manifiestan que el consumo determina el escalón tarifario a aplicar de acuerdo al cuadro tarifario aprobado por el ERSEP. Agregan, en relación a los dichos del actor "respecto a la desproporción del consumo y el costo respecto del periodo 05/2015" vinculados a los periodos de otros años, que el actor omite expresar que en los periodos del 2016 y 2017 registró consumos similares a los que en su demanda se queja. Incluso, agregan que confusamente pretende mediante una serie de gráficos explicar "la elevada desproporción del consumo y del costo", cuando los mismos cuadros comparativos muestran como a mayor consumo, mayor costo. Agregan que tal cuadro tarifario se adecua en función de la variación de costos (variación que, de acuerdo a índices oficiales, ha ido en aumento), por lo que la comparativa pretendida por el actor (fs. 9vta y 10), contrastando consumo en pesos y consumo en Kwh es errónea, dado que en cada año se aplican cuadros tarifarios diferentes. Manifiestan que en este sentido el análisis realizado por el actor es incompleto, pues olvida considerar esa variable tarifaria y que si el actor consideró oportunamente que existía una falla en la facturación debió dirigirse al ente regulador según lo dispuesto por el art. 5 inc. j), ley provincial N° 8855 y que dicha competencia es establecida por la ley e informada en cada factura que emite la prestataria. Expresan que el actor pretende justificar la supuesta innecesaria intervención del ERSEP en este asunto, citando contradictoriamente el fallo de la C.S.J.N, "Angel Astrada y Cía SA c/ Resolución 71/96 Secretaria de Energía y Puertos (Expte. N° 750-002119/96)", en el cual se dice expresamente que: "la atribución de jurisdicción primaria a órganos administrativos se justifica cuando la resolución de la controversia presuponga la familiaridad con hechos cuyo conocimiento haya sido confiado por la ley a cuerpos expertos, debido a que están en juego particulares deberes regulatorios encomendados por el Congreso a una agencia de administración. Es decir, la jurisdicción de las agencias se circunscribe a las materias que configuran "el corazón" de las tareas que tuvo en miras el Congreso que las emplazó. Entre ellas están, por ejemplo, las decisiones relativas a la razonabilidad de las tarifas". Indican que si el reclamo del actor es respecto a la facturación y la correcta o incorrecta aplicación del cuadro tarifario, no se comprende por qué no acudió al Ente que regula el servicio que presta la EPEC, quien aprueba sus cuadros tarifarias y tiene competencia para resolver los reclamos de los usuarios. Por otro lado, impugnan la documental base de la acción, negando su autenticidad e invalidándola a los fines de atribuir algún tipo de responsabilidad a la EPEC. Interponen al progreso de la acción, la excepción de falta de legitimación activa de accionante Javier Horacio Policardo toda vez que quien demanda, aseguran, no era cliente de su mandante al momento de la supuesta facturación indebida o errónea. Que quien inicia la demanda lo hace alegando un vínculo jurídico que no existía al momento del hecho, dado que no había contrato de comercialización de energía entre el actor y la prestataria, correspondiente al domicilio sito en calle Presidente Alvear N° 329, ciudad de Leones. En tal sentido, afirman que el actor no tiene legitimación activa para reclamar puesto que no era consumidor o destinatario final del servicio, toda vez que al 05/2015 el titular del suministro era Juan Martin Policardo, dándose de baja dicha contratación el día 20/07/2015. Que si bien el actor manifiesta que él vivía en mencionado domicilio al momento de la supuesta errónea facturación, no es menos cierto que ello no surge de los registros de la EPEC. En tal sentido y no habiendo identidad o correspondencia lógica entre la persona a quien se concede el derecho y quien lo pretende hacer valer como titular del mismo, la acción interpuesta no puede prosperar. Destacan que el vínculo jurídico es justamente el contrato de suministro y el mismo actor reconoce que no era el titular del servicio al momento de la supuesta indebida o errónea facturación. Incluso resaltan que, a los fines de suplir esta falta de legitimación, el actor se apersonó en las oficinas de EPEC el día 25/08/2015, como él mismo relata en su demanda, y suscribió contrato de suministro de energía eléctrica. Hacen reserva de caso federal. 3) Que abierta la causa a prueba (fs. 237), las partes ofrecen las pruebas que hacen a sus derechos. Las constancias de autos dan cuenta de los diligenciamientos probatorios realizados. Que clausurado el periodo probatorio, y corridos los traslados de ley para alegar, a fs. 565/572 presenta informe escrito la parte actora, y fs. 573/576, hace lo propio la demandad. 4) Que se le ha dado intervención al Ministerio Público Fiscal, según lo dispuesto por el art. 52 de la Ley 24.240 de Defensa al Consumidor, quien manifiesta que por tratarse de una relación de consumo y teniendo en cuenta lo prescripto por el art. 4 del mencionado cuerpo normativo, debe prevalecer la interpretación más favorable al consumidor (f.536). 5) Firme el decreto de autos, queda la causa en estado de ser resuelta. 

Y CONSIDERANDO: I.- Litis. Javier Horacio Policardo, como usuario y consumidor final del servicio de energía eléctrica, en beneficio propio y de su grupo familiar, interpone demanda por daños y perjuicios extrapatrimoniales y patrimoniales derivados de una relación contractual de consumo, en contra la Empresa Provincial de Energía de Córdoba (E.P.E.C.), persiguiendo daño material, daño moral y daño punitivo por las sumas que se mencionan, más intereses, costas y honorarios, ocasionados en virtud de haber violentado el demandado, entre otras, diferentes normas del derecho de consumo en perjuicio moral y económico del actor, mediante un trato indigno, de mala fe, intimidatorio y/o amenazante, tras efectuar el pertinente reclamo por una facturación de monto indebido y/o erróneo. Por su parte la accionada interpone al progreso de la acción, la excepción de falta de legitimación activa toda vez que quien demanda, aseguran, no era cliente al momento de la supuesta facturación indebida y/o errónea. Niegan anomalía en el sistema de medición de consumo (medidor), puesto que los kilovatios expresados en la factura corresponden a kilovatios efectivamente consumidos, y el aumento en el monto facturado se explicaría por un aumento de consumo de energía en relación a los periodos anteriores, todo lo cual ocasiona un "salto" en el escalón tarifario, con el consecuente encarecimiento de la tarifa.- Solicita el rechazo de los planteos de inconstitucionalidad.- Así ha quedado trabada la litis. II.- Excepción de falta de legitimación activa. Esgrime la accionada que el actor no resultaba titular del servicio de energía eléctrico al momento de los hechos controvertidos.- Nuestro Supremo Tribunal Nacional ha sentado que “La carencia de legitimación sustancial se configura cuando una de las partes no es titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión, con prescindencia de que ésta tenga o no fundamento.” (Corte Sup., 7/11/1989 - Ruiz, Mirtha E. y otros v. Prov. de Buenos Aires, JA 1991-I-102). La falta de acción implica un defecto en la titularidad del derecho que se invoca, comprende los casos en que se denuncia que actor o demandado no son titulares de la relación jurídica sustancial en que se funda la pretensión. La legitimatio ad caussam es la cualidad emanada de la ley que faculta a requerir una sentencia favorable respecto del objeto litigioso, y que en la mayoría de los casos coincide con la titularidad de la relación jurídica sustancial. Es decir que debe existir una identidad entre la parte de la relación procesal y el sujeto de la relación sustancial que se ventila. Cuando no existe esa identidad se puede plantear esta defensa (también llamada sine actione agit). En efecto, el actor ha acreditado encontrarse domiciliado con su grupo familiar en el domicilio sobre el cual se consumara la facturación impugnada, esto es Presidente Alvear 329 de la ciudad de Leones. Para ello ha acompañado copia del documento nacional de identidad suyo, de su esposa y de sus hijos, certificado de domicilio y constancia de padrón electoral ( ff. 30/40). Así, la legitimación del actor a su pretensión, queda asegurada por lo dispuesto en el art. 1 de la Ley 24.240 de Defensa al Consumidor y modif., en cuanto considera consumidor a la persona física o jurídica que adquiere o utiliza, en forma gratuita u onerosa, bienes o servicios como destinatario final, en beneficio propio o de su grupo familiar o social, estando equiparado al consumidor quien, sin ser parte de una relación de consumo como consecuencia o en ocasión de ella, adquiere o utiliza bienes o servicios, en forma gratuita u onerosa, como destinatario final, en beneficio propio o de su grupo familiar o social.- Se ha distinguido entre "consumidor jurídico", que es quien adquiere (en propiedad, posesión o tenencia) y el "usuario", o sea, aquel que utiliza y disfruta del bien o servicio: el "consumidor material", pudiendo ambos coincidir -o no- en una misma persona, reconociendo en ellos al extremo débil de la relación de consumo, y la consiguiente protección del ordenamiento jurídico (cfr. SOZZO, Gonzalo, "Defensa del consumidor. Derechos y mecanismos para su ejercicio", publicación para el Curso a Distancia de Defensa del Consumidor, UNL-ATE, año 2002-3). Así, se ha resuelto que “Cuando se trata de un grupo familiar, dentro del concepto de usuario del art. 1, LDC, aparecen legitimados dentro de aquella noción los integrantes de esta colectividad, por lo que el titular de la estación de radio se encuentra legitimado para intervenir en un proceso en el que se reclama a la empresa de energía eléctrica por los daños ocasionados a los equipos de transmisión por un golpe de tensión en el domicilio, cuando la titularidad era de otro miembro de la familia.” (Cámara 4a de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Córdoba - Heredia, Luis A. v. Empresa Provincial de Energía Córdoba EPEC • 04/08/2011- Cita Online: 70071725). La normativa consumeril citada se encuentra en concordancia con lo dispuesto por el art. 1092 del Código Civil y Comercial de la Nación. Por otra parte se habilita esta instancia –sin perjuicio de la administrativa- en razón de la determinación del art. 52 de la LDF, en cuanto establece que el consumidor y usuario podrán iniciar acciones judiciales cuando sus intereses resulten afectados o amenazados, resultando de orden público la Ley de Defensa del Consumidor en cuanto regula especialmente el art. 42 de la Constitución Nacional. Por todo ello la excepción que se trata no puede admitirse. III.- Encuadre normativo. El actor procura el cobro de una suma de dinero, intereses y costas, como indemnización por daño moral, punitivo y material ocasionado por EPEC, ante el “trato indigno, de mala fe, intimidatorio y/o amenazante, tras efectuar el pertinente reclamo por una facturación de monto indebido y/o erróneo”, todo conforme las circunstancias de hecho y derecho relacionadas precedentemente. En la actualidad, ciertos servicios se constituyen en elementos de fundamental necesidad, tal el de energía eléctrica prestado en nuestra provincia por la Empresa Provincial de Energía de Córdoba (EPEC). En las distintas fases en que dichos servicios son prestados, recae sobre el prestador una obligación de seguridad y garantía respecto del consumidor con el que ha contratado, lo cual implica que el servicio, en todas sus etapas, sea prestado de modo tal que no cause un daño en la persona o bienes del consumidor. A este respecto, encontramos que existen supuestos en los cuales, el daño ocasionado deriva de las circunstancias de realización del servicio. El art. 40 de la ley de Defensa al Consumidor establece: “Si el daño al consumidor resulta del vicio o riesgo de la cosa o de la prestación del servicio, responderán el productor, el fabricante, el importador, el distribuidor, el proveedor, el vendedor y quien haya puesto su marca en la cosa o servicio…”. En directa concordancia con lo dispuesto en la citada norma, nuestro Código Civil y Comercial de la Nación, establece en su art. 1757: “Toda persona responde por el daño causado por el riesgo o vicio de las cosas, o de las actividades que sean riesgosas o peligrosas por su naturaleza, por los medios empleados o por las circunstancias de realización”. Agrega dicha disposición que tal responsabilidad es objetiva. Lorenzetti enseña que el paquete de derechos básicos o núcleo duro está constituido por derechos subjetivos individuales, derechos sobre bienes de incidencia colectiva y normas institucionales, resultando afectados en el caso de autos, a entender del actor, entre otros, los siguientes: protección de la salud, protección de los intereses económicos, información adecuada y veraz, condiciones de trato digno y equitativo y calidad y eficiencia del servicio. (cfr. Lorenzetti, Ricardo Luis – Consumidores- segunda edic. actualizada, ps. 575/576, Rubinzal Culzoni editores). Según Pizarro un servicio es riesgoso cuando por su propia naturaleza, o por las deficiencias de su realización, o por deficiencias en la información o por presentar defectos o vicios, genera un riesgo o peligro para terceros. Destaca el mencionado doctrinario que entre las principales obligaciones del prestador de servicios se encuentra la de prestar el servicio en los términos, condiciones y modalidades convenidos con el usuario y la de suministrar al usuario, en forma cierta y objetiva, información adecuada, veraz, detallada, eficaz y suficiente sobre las características esenciales del servicio; así también de garantizar el funcionamiento adecuado de los medidores y realizar una medición exacta de los distintos consumos efectuados (cfr. Pizarro, Ramón Daniel – Responsabilidad Civil por Riesgo Creado y de Empresa – Tmo II, ps. 480, 484 y 486. Edit. La Ley). En mérito a la señalada responsabilidad objetiva, resulta suficiente para el actor probar la existencia de daño, el defecto de la prestación que deriva en una lesión a un interés distinto al del servicio y el vínculo causal entre ellos; el demandado para eximirse de responsabilidad deberá probar la ruptura del nexo causal, resultando necesario para su determinación entrar al análisis de la prueba rendida en autos. IV.- Análisis de la prueba. Responsabilidad. Conforme surge de autos, han sido controvertidos los supuestos fácticos esgrimidos por el actor, toda vez que la parte demandada niega categóricamente los hechos invocados por el Sr. Policardo en su demanda. Así las cosas, no existe coincidencia entre las partes en la forma en que se sucedieron los hechos en la realidad. Al respecto, conforme surge de autos, el medidor asignado al domicilio Presidente Alvear 329 de la localidad de Leones y en relación al cual se cuestiona la supuesta facturación errónea, fue debidamente controlado por la EPEC y conforme surge de f. 24 su funcionamiento era normal al momento de realizar la medición correspondiente al período cuestionado (5/2015). Así también lo refieren los testigos Gustavo Alberto Ferreyra (f. 255) y Mabel Rosa Celis (f. 258). Ello también es observado por el perito oficial Contador Federico Gastón Rosso en su dictamen (ff. 90/594). El idóneo señala que el inconveniente se origina en las facturas de los períodos 3/2015 y 5/2015. Al respecto, indica la existencia de un error de facturación en el primer período mencionado, ya que se toma la lectura del mismo en defecto, lo cual se ve reflejado en la correspondiente facturación. Ante ello, EPEC procede a incluir el consumo no facturado en el período 5/2015. Observa a consecuencia de ello, que el período 3/2015 tiene un consumo ostensiblemente inferior al mismo del año anterior, error que se incluye en el período siguiente haciendo significativamente más elevada la factura del período 5/2015 comparada con el mismo período del año anterior. El especialista señala que la demandada realiza una corrección contable en sus sistemas, refacturando al actor el período facturado en defecto y en el mismo acto administrativo genera las notas de crédito correspondientes. Esta realidad surge asimismo de f. 20, donde obra carta documento remitida por la demandada al actor con fecha 21 de agosto de 2015 y en la cual se comunica al Sr. Policardo que “se detectó un error humano totalmente involuntario, facturándosele menos cantidad de kW/h en el M/C 03/2015, que generó una factura con un monto inferior al correcto y al relevarse el período 5/2015 se compensaron los kW/h tomados de menos, generando una facturación superior a la normal en períodos similares” Se comunicaba así la pertinente adecuación de facturas y subsanación de error, también que el medidor se encontraba en condiciones, habiendo detectado la aplicación de una tarifa incorrecta (supuestamente hasta ese momento en beneficio del actor). Así las cosas, se evidencia un reconocimiento directo y explícito por parte de la demandada de un error por ella cometido al cual se le atribuye la entidad suficiente para ser considerado un vicio en el servicio prestado. Todo, en violación a la obligación de seguridad que pesa sobre cada prestador de servicios tendiente a preservar a las personas y bienes de los co-contratantes, obligación que encuentra sustento en el art. 42 de la Const. Nacional y específicamente en el principio de buena fe (art. 961 Código Civil y Comercial de la Nación). Nos encontramos al decir del Maestro Pizarro, frente a un incumplimiento negocial por defectos o deficiencias de calidad por inadecuación del servicio a lo prometido, lo cual conlleva a la frustración total, absoluta o relativa, según los casos, del interés del que el acreedor procuraba satisfacer a través de la prestación. Al respecto, de las constancias de autos y de la prueba vertida, en especial de las testimoniales obrantes a ff. 258 y 264 surge que el actor realizó en tiempo y forma el reclamo correspondiente en virtud de la errónea facturación del servicio de energía del período 5/2015, el cual abonó bajo protesto conforme surge de f. 23 de autos. No obstante ello, no se advierte de la exigua prueba aportada al efecto (especialmente documental, testimoniales de ff. 254/265 y pericial) que el trato dispensado al usuario lo haya sido con mala fe, intimidatorio o amenazante, tal como esgrime el actor como presupuesto de su accionar, sino producto de un error de cálculo (se señala como humano involuntario), lo que en definitiva dispensa el requerimiento de la publicación de lo que aquí se resuelva. No obstante ello, es dable atribuir responsabilidad a la accionada en virtud de la omisión de aquellas diligencias que exige la naturaleza de la prestación debida en virtud de una manifiesta impericia/negligencia en el ejercicio de su función (factor de atribución subjetivo – culpa) al emitir una facturación que no se corresponde con el servicio brindado, obligando al usuario al reclamo pertinente para su reparación. Ahora bien, pese a ello y encontrándonos en autos frente a un supuesto de responsabilidad objetiva, dicha negligencia queda subsumida en factores objetivos de atribución. En relación a ello, -se reitera- probada la deficiencia en la prestación del servicio y por ende de la responsabilidad del ente prestador del servicio se torna necesario analizar si se ha comprobado la existencia de los daños alegados y en su caso si reviste nexo de causalidad con el vicio comprobado. V.- Daños. En cuanto al daño en sí mismo, el perjuicio debe ser cierto, efectivamente existente. Esta exigencia es una mera derivación del principio en virtud del cual el perjuicio es un elemento constitutivo esencial de toda pretensión resarcitoria y, por tanto, debe estar claramente de manifiesto en el proceso. Se ha reclamado en autos, conforme se desprende de los vistos precedentes, daño moral, daño punitivo y daño material. Y entrando al tratamiento de los daños que se dicen haber sufrido, cabe considerar primeramente el daño moral. El daño moral ha sido definido como la “modificación disvaliosa del espíritu, en el desenvolvimiento de su capacidad de entender, querer o sentir, consecuencia de una lesión a un interés no patrimonial, que habrá de traducirse en un modo de estar diferente de aquel al que se hallaba antes del hecho, como consecuencia de éste y anímicamente perjudicial” (Pizarro, Ramón Daniel, Daño Moral. Prevención - Reparación - Punición, Hammurabi, Bs. As., 1996, p. 47). La cuantificación del daño moral exige como medida previa una valoración del daño moral en concreto, a fin de individualizarlo, lo que implica evaluar las repercusiones que el hecho dañoso infirió en el ámbito subjetivo de la víctima, a partir de las circunstancias objetivas y subjetivas del caso. Entiende el suscripto que de la prueba rendida en autos no puede colegirse que la actuación de la demandada haya derivado en un daño espiritual que amerite resarcimiento. Se reitera que ha reconocido la demandada la existencia de un error en la facturación, inmediatamente subsanado al periodo posterior mediante la debida refacturación (ello ha quedado comprobado pericialmente), configurando ello un mero yerro en el desenvolvimiento de la prestación del servicio, lo que sin dudas pudo producir en el ánimo del actor una alteración espiritual producto de la preocupación, angustia o desazón que no puede ir más allá de un mero contratiempo contractual; al menos no se ha acreditado testimonial ni pericialmente padecimiento alguno por ello. Así, en relación al daño moral contractual reclamado se ha señalado que su resarcimiento “…debe ser interpretado con criterio restrictivo, para no atender reclamos que respondan a una susceptibilidad excesiva o que carezcan de significativa trascendencia jurídica, quedando a cargo de quien invoca la acreditación precisa del perjuicio que se alega haber sufrido. Tales circunstancias configurativas del derecho al acceso indemnizatorio del rubro en cuestión, no han sido probadas por el actor, ya que éste no logró demostrar que se hubiera visto afectado en lo profundo de su espíritu, en su autoestima o en su más sagrados afectos.” (Autos:"Feito Valentín c/ Asociación de Médicos de Gral. San Martín y Tres de Febrero s/ Daños y perjuicios" - Tribunal: SCBA – 06/10/2004).- En función de lo expuesto, el daño moral no merece acogida. En cuanto al daño material, se ha acreditado el reclamo pre-judicial a que se viera obligado el actor producto de la confusión lógica derivada del error en la facturación, error reconocido por la prestataria en su carta documento, conforme se considerara precedentemente. Así, corresponde le sean resarcidos los gastos en que ha incurrido para su reclamo consistentes en cartas documentos e inspección de medidor, ya que ellos son derivación concreta de los vicios habidos en la facturación. Los demás gastos reclamados, atento la refacturación y subsanación del error por parte de la demandada, no pueden proceder. Es que no se ha acreditado que se haya abonado monto alguno sin corresponder por los consumos de electricidad, resultando de nulo interés para la resolución de la causa el material certificado notarialmente. Por todo ello el rubro daño material procede parcialmente, por la suma de pesos cuatrocientos treinta y cuatro ($ 434.-), con más sus intereses desde que cada suma es debida y hasta su efectivo pago. Al efecto resulta de aplicación la tasa pasiva del B.C.R.A. con más el dos por ciento de interés nominal mensual. Finalmente corresponde considerar el reclamo por daño punitivo solicitado en demanda. Establece el artículo 52 bis de la Ley de Defensa del Consumidor que al proveedor que no cumpla sus obligaciones legales o contractuales con el consumidor, a instancia del damnificado, el juez podrá aplicar una multa civil a favor del consumidor, la que se graduará en función de la gravedad del hecho y demás circunstancias del caso, independientemente de otras indemnizaciones que correspondan. La multa civil que se imponga no podrá superar el máximo de la sanción de multa prevista en el artículo 47, inciso b) de esta ley. Dicho instituto posee un propósito puramente sancionatorio de un daño que resulta intolerable, hallando su finalidad en la punición de graves inconductas, y prevenir el acaecimiento de hechos análogos. Importante doctrina se ha expedido sobre el tema señalando que dichas indemnizaciones o daños punitivos sólo proceden en supuestos de particular gravedad o en casos excepcionales (Stiglitz, Rubén S. y Pizarro, Ramón D., en Reformas a la Ley de Defensa del Consumidor, publicado en LL 2009-B-949), como así también que su reclamo requiere: “a) La existencia de una víctima del daño; b) la finalidad de sancionar graves inconductas; y c) la prevención de hechos similares para el futuro” (cfr. Cornet, Manuel - Rubio, Gabriel Alejandro, “Daños Punitivos”, en Anuario de Derecho Civil, Facultad de Derecho de la Universidad Católica de Córdoba, Alveroni, 1997, T. III, p. 32). “Dicho instituto de carácter excepcional, debe ser empleado con prudencia frente a una plataforma fáctica que evidencie claramente, no sólo una prestación defectuosa del servicio, sino también una intencionalidad de obtener provecho económico del accionar antijurídico, aun teniendo que pagar indemnizaciones” (C6a CC Cba. Sent. N° 52. 10/05/2016, in re “Guglieri Saenz de Tejada Luciana y otro c/ Liderar Compañía General de Seguros S.A. y otro- Abreviado- Recurso de apelación”). Ello es así, desde que para la efectiva operatividad de una multa civil el iudex debe analizar puntillosamente las constancias de la causa, no siendo suficiente la mera constatación del incumplimiento contractual; no es posible hablar de un factor de atribución objetivo para responsabilizar al proveedor por el solo hecho de serlo, sino que el reproche debe buscarse en la faz subjetiva según la gravedad del comportamiento incurrido, teniendo presente que estamos ante una medida excepcional tendiente a disuadir futuras conductas lesivas. Nótese que la aplicación de la sanción punitiva no opera automáticamente ante el incumplimiento, por cuanto el artículo dispone que el juez “podrá” aplicarla a pedido de parte. El solo hecho objetivo, reconocido y comprobado de que se le facturaron al actor conceptos indebidos, los que para su debida corrección debieron ser materia de pertinente reclamo, configura motivo suficiente para tornar aplicable la multa civil peticionada, más no en los términos cuantitativos requeridos por el actora en razón de no revestir la gravedad suficiente para tal alcance nominal. Así, para su valuación atento la escasa importancia económica de la cuestión debatida, en un caso de similar envergadura, la Excma. Cámara C.C. de T. y F. de la Sede, ha sostenido que “…la suma de $5.000 aparece moderada a la situación ventilada, de claro abuso de posición frente a un sujeto vulnerable y en protección a un colectivo mayor (arts. 29 Const. Provincial) lo que debe prevenirse con mayor rigor para el futuro.” (Sent. N° 44, del 9/08/2018 de la Excma. Cámara Civil, Comercial, de Familia y del Trabajo de la sede en autos "Molina, Eloisa Azucena c/ Liberty Seguros Argentina S.A. – Abreviado – Apelación" Expte. 2072062-). A igual cuantificación se llega en los autos “Barbara, Jorge Edmundo c/ EPEC – Abreviado – Expte. 2375862/36”, tramitados por ante el Juzg. de Prim. Inst. C. y C. 41ª, resueltos mediante Sentencia N° 333 de fecha Veinticuatro de Septiembre de Dos Mil Quince.- Por ello, el presente rubro resulta de acogida por la suma de pesos cinco mil ( $ 5.000), con más los intereses peticionados, a cuyo fin se aplican los mismos que fueran dispuestos para el daño emergente, fijándose como dies a quo la fecha de la demanda (25/04/2017). En conclusión, la demanda resulta procedente por la suma de pesos cinco mil cuatrocientos treinta y cuatro ($ 5.434), comprensiva de daño material ($ 434) y daño punitivo ($ 5.000), con más los respectivos intereses, rechazándose el daño moral y la pretensión publicitaria. VI.- Costas. Atento la naturaleza de la cuestión, la sujeción de los montos reclamados (en más o en menos) a lo que en definitiva resulte de la prueba (f. 165) y teniendo en cuenta que la cuestión debatida refiere a un reclamo de tipo consumeril, las costas se imponen a la demandada que resulta vencida en lo sustancial (art. 130 C.P.C.C.), sin influir en esta conclusión el hecho que proceda parcialmente la demanda. En atención a lo expuesto, corresponde imponer las costas, en su totalidad, a la parte demandada Empresa Provincial de Energía Eléctrica de Córdoba. VII.- Honorarios. Los honorarios se regularán de conformidad a lo dispuesto por los arts. 31, 36, 39, y concordantes de la Ley 9459. Para el letrado actor Javier Horacio Policardo, debe tomarse como base regulatoria el monto de condena (art. 31 inc. 1º, ib). Atento la suma que se alcanza, los honorarios del letrado actor deberán regularse en la suma de pesos veintidós mil novecientos cuarenta con cuarenta centavos ($ 22.940,40), esto es el mínimo minimorum de veinte (20) Jus por la tramitación total en primera instancia en juicios declarativos ordinarios. Los honorarios del perito contador se regulan en la suma de pesos equivalente a diez jus (art. 36 y 49 C.A.). Dichos honorarios generarán desde la fecha de la presente regulación y hasta la de su efectivo pago, un interés (art. 35 Ley 9459) igual al que resulta de adicionar la tasa pasiva que publica el BCRA con más el 2 % nominal mensual. Por todo lo expuesto, normas legales citadas y haciendo presente que el resto de las pruebas aportadas, debidamente consideradas, en nada cambia la conclusión a la que arribo. 

 SE RESUELVE: 1°) Hacer lugar parcialmente a la demanda planteada por Javier H. Policardo en contra de la Empresa Provincial de Energía Eléctrica de Córdoba (EPEC) y, en consecuencia, condenar a la accionada a abonar la suma de pesos cinco mil cuatrocientos treinta y cuatro ( $ 5.434,00) en concepto de daño material y daño punitivo, con más los intereses indicados en los considerandos precedentes. 2°) Imponer las costas del juicio a la parte demandada, a cuyo fin se regulan los honorarios del abogado Javier Horacio Policardo en la suma de pesos veintidós mil novecientos cuarenta con cuarenta centavos ($ 22.940,40) y del perito contador designado en autos, Cr. Federico Gastón Rosso, en la suma de pesos once mil cuatrocientos setenta con veinte centavos ($ 11.470,20). Protocolícese, hágase saber y dese copia.-
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